En sesión celebrada el día 8 de mayo de 2006, la Mesa del Parlamento de Navarra adoptó, entre otros, el siguiente Acuerdo:

En ejercicio de la iniciativa legislativa que le reconoce el artículo 19.1.b) de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, el Grupo Parlamentario Izquierda Unida de Navarra-Nafarroako Ezker Batua  ha presentado la proposición de Ley Foral de modificación de la Ley Foral 19/1996 de 4 de noviembre, de incompatibilidades del Gobierno de Navarra y de los altos cargos de la Administración de la Comunidad Foral.

En su virtud, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 145 del Reglamento de la Cámara, previa audiencia de la Junta de Portavoces,

SE ACUERDA:

1.º Ordenar la publicación de la proposición de Ley Foral de modificación de la Ley Foral 19/1996 de 4 de noviembre, de incompatibilidades del Gobierno de Navarra y de los altos cargos de la Administración de la Comunidad Foral en el Boletín Oficial del Parlamento de Navarra.

2.º Remitir la referida proposición de Ley Foral al Gobierno de Navarra a los efectos previstos en el artículo 145 del Reglamento.

Pamplona, 8 de mayo de 2006

El Presidente: Rafael Gurrea Induráin

Proposición de Ley Foral de modificación de la Ley Foral 19/1996, de 4 noviembre, de incompatibilidades de los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la Administración de la Comunidad Foral

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El 23 de noviembre de 2004 la Comisión de Presidencia, Justicia e Interior del Parlamento de Navarra aprobó por unanimidad el informe elaborado por la ponencia constituida para el estudio de la legislación de incompatibilidades, que fue publicado en el Boletín Oficial del Parlamento de Navarra número 20 de 8 de marzo de 2005.

En las conclusiones incluidas en dicho informe se afirma que la normativa vigente en la Comunidad Foral de Navarra, la Ley Foral 19/1996, de 4 noviembre, de incompatibilidades de los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la Administración de la Comunidad Foral y sus reglamentos de desarrollo, resulta en líneas generales adecuada para los fines que pretende, pero que en su redacción actual se producen algunas carencias o disfunciones que conviene corregir mediante una modificación parcial.

A diferencia de la normativa estatal y de algunas de las leyes de las Comunidades Autónomas que regulan esta materia para sus respectivos ámbitos, la legislación foral no regula dos registros o secciones diferentes, de actividades con carácter público y de bienes y derechos patrimoniales con carácter reservado y acceso restringido a determinados organismos y autoridades, sino un único "Registro de actividades e intereses de altos cargos del Gobierno y la Administración de la Comunidad Foral" descrito como de "carácter público" pero en realidad de acceso restringido al Parlamento de Navarra, a la Cámara de Comptos, a los órganos judiciales y al Ministerio Fiscal, un regulación que el informe tacha de confusa y contradictoria. Se proponía distinguir, dentro del Registro de Actividades e Intereses de altos cargos, dos secciones: una de actividades, que tendrá carácter público, y otra de derechos y bienes, que tendrá carácter reservado y de acceso restringido.

Otra de las modificaciones que ahora se emprende y que venía propuesta en aquel informe es la de establecer cuáles son los cargos con derecho a percibir cesantías y la cuantía de las mismas. En Navarra, a diferencia de lo que sucede para la Administración del Estado, esta regulación no se ha hecho por ley sino por reglamento, lo cual no parece ser muy coherente con el hecho de que las retribuciones de los miembros del Gobierno sí son fijadas mediante ley foral, la de Presupuestos Generales de Navarra. Se introduce una regulación análoga a la que rige para la Administración del Estado.

Se proponía en el antedicho informe y se aborda en este texto ampliar el ámbito de aplicación de la legislación de incompatibilidades a los cargos ejecutivos de todas las entidades que forman el sector público, definido con arreglo al el Derecho Comunitario Europeo, frente a la regulación actual que se refiere únicamente como altos cargos a los titulares de puestos de trabajo de libre designación en organismos autónomos dependientes de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra, así como a los Directores Generales y Directores Gerentes de las sociedades públicas de la Comunidad Foral. En aras de la máxima transparencia en la aplicación de la normativa de incompatibilidades conviene que su ámbito se amplíe, para no dejar espacios abiertos a una posible "huída" no sólo del Derecho Administrativo sino de las garantías contenidas en la legislación de incompatibilidades.

Artículo primero.
Se modifican los artículos 2, 7 y 9 y la disposición adicional segunda de la Ley Foral 19/1996, de 4 noviembre, de incompatibilidades de los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la Administración de la Comunidad Foral, que quedarán redactados como sigue:

“Artículo 2. Definición de alto cargo.

A los efectos de esta Ley Foral, se consideran altos cargos:

a) El Presidente y los Consejeros del Gobierno de Navarra.

b) Los miembros de los Gabinetes del Presidente y Consejeros del Gobierno de Navarra, a excepción del personal administrativo. 

c) Los Directores Generales y titulares de puestos del mismo nivel orgánico de la Administración de la Comunidad Foral. 

d) Los titulares de puestos de trabajo de libre designación en organismos autónomos dependientes de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra. 

e) Los Directores Generales y Directores Gerentes de las entidades públicas empresariales, sociedades mercantiles y laborales, fundaciones y otros entes, o asociaciones de cualesquiera de ellos, dotados de personalidad jurídica, pública o privada, vinculados o dependientes de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra y sus organismos autónomos en los que concurran conjuntamente estos requisitos:

– Que en su actividad satisfagan, al menos parcialmente, fines de interés público que no tengan carácter industrial o mercantil. 

– Que la Administración de la Comunidad Foral de Navarra financien, directa o indirectamente, más de la mitad de su actividad, o bien tengan influencia dominante sobre las mismas a través de mecanismos que controlen su gestión, o bien permitan designar a más de la mitad de los miembros de sus órganos de administración, de dirección o de vigilancia.

f) Cualquier otro personal eventual, de conformidad con la normativa foral.

Artículo 7. Registro de actividades e intereses de altos cargos del Gobierno y la Administración de la Comunidad Foral de Navarra.

1. Para garantizar el cumplimiento de lo dispuesto en esta Ley Foral se crea el Registro de actividades e intereses de altos cargos del Gobierno y la Administración de la Comunidad Foral de Navarra.

2. El Registro de actividades e intereses de altos cargos del Gobierno y la Administración de la Comunidad Foral de Navarra constará de dos secciones:

a) Registro de Actividades, que tendrá carácter público, y donde se inscribirán las declaraciones y actos a que se refiere el artículo 11 de esta Ley Foral. 

b) Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales, que tendrá carácter reservado, y donde se inscribirán las declaraciones y actos a que se refieren los artículos 12 y 13 de esta Ley Foral.

Artículo 9. Acceso a los datos del Registro de actividades e intereses de altos cargos del Gobierno y la Administración de la Comunidad Foral.

1. El acceso al Registro de Actividades tendrá carácter público y se regirá de acuerdo con el ar​tículo 37 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. Podrán acceder a los datos del Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales: 

a) El Parlamento de Navarra, de conformidad con lo que establezca su Reglamento, y la Cámara de Comptos, de conformidad con lo que establezca su Ley Foral reguladora.

b) Los órganos judiciales, para la instrucción o resolución de procesos que requieran el conocimiento de los datos que obran en el Registro, de conformidad con lo dispuesto en las leyes procesales.

c) El Ministerio Fiscal, cuando realice actuaciones de investigación, en el ejercicio de sus funciones, que requieran el conocimiento de los datos que obran en el Registro.

La solicitud de datos se dirigirá, por escrito, al Director General de Función Pública, expresando con claridad el alto cargo afectado, los datos que se solicitan y el motivo de la petición. El envío de los datos se realizará de inmediato, garantizando su seguridad.

Disposición adicional segunda. Obligaciones de las entidades dependientes de la Administración de la Comunidad Foral.

Las entidades mencionadas en la letra e) del artículo 2 de esta Ley Foral comunicarán al órgano gestor del Registro las designaciones y nombramientos que efectúen en sus órganos rectores de personas que se encuentren comprendidas en su ámbito de aplicación, así como de las percepciones económicas asignadas por los conceptos señalados en el artículo 5.1 de esta Ley Foral”.

Artículo segundo.
Se añade un nuevo artículo 3 bis a la Ley Foral 19/1996, de 4 noviembre, de incompatibilidades de los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la Administración de la Comunidad Foral, que quedará redactado como sigue:

“Artículo 3 bis. Percepciones por cese en el cargo.

1. Los miembros del Gobierno de Navarra tienen derecho a percibir, a partir del mes siguiente al que se produzca su cese, y durante un plazo igual al que hubieran desempeñado el cargo con un máximo, en todo caso, de 24 mensualidades, una prestación económica indemnizatoria mensual igual a la doceava parte del ochenta por ciento del total de retribuciones asignadas al cargo respectivo en los Presupuestos Generales de Navarra en vigor durante el plazo indicado.

2. Las personas que perciban la prestación económica regulada en el apartado anterior y durante el plazo en que la perciban no podrán intervenir en actividades privadas directamente relacionadas con las competencias del cargo ocupado.

3. La prestación económica regulada en este artículo podrá ser objeto de renuncia”.

Disposición derogatoria. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan o contradigan lo dispuesto en esta ley foral.

Disposición final. Entrada en vigor.

Esta ley foral entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de Navarra.

